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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN contra el auto interlocutorio proferido el cinco (05) de octubre de 2006 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de rebaja de pena contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.
2.- PROVIDENCIA 

El Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al interno GARCÍA ALARCÓN frente a la petición elevada, tuvo en cuenta en primer término que el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 había sido declarado inexequible mediante sentencia C-370 de 2006. No obstante que en esa providencia no se había dicho nada sobre los efectos retroactivos de la mencionada decisión, estimó que nada impedía que se examinaran los requisitos exigidos en la norma derogada como en el Decreto que la reglamentaba (4760 del 30 de diciembre de 2005), para efectos de conceder o negar la rebaja de pena reclamada.

En esa dirección, centró su atención en que la disposición en cita exigía que no se tratara de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico. En su criterio, el solicitante fue condenado por adecuar su conducta a lo previsto en el artículo 168 del Código Penal, delito denominado Secuestro Simple y que de conformidad con el contenido del artículo 7º de la Ley 742 de 2002 –por medio de la cual se aprobó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional-, corresponde a aquellos actos definidos como CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD. Con fundamento en lo anterior, concluyó que no se daban los presupuestos para la concesión de la rebaja punitiva y en consecuencia la negó.
3.-  RECURSO

El sentenciado muestra su inconformidad con el auto apelado, en cuanto afirmó que había sido condenado por un crimen de lesa humanidad. Frente a ello, trajo a colación decisión adoptada por esta misma Sala con ponencia de quien ahora cumple igual encargo, fechada el treinta y uno (31) de marzo de 2006, donde se señalaron cuáles eran los delitos que podían comprenderse como crímenes de lesa humanidad. Con fundamento en lo allí concluido, afirmó que era evidente que su delito escapaba por completo a la calificación de lesa humanidad como pretendió calificar su actuación el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en el auto apelado.
Agrega que es una persona que ha tenido una conducta y un desempeño dentro del Establecimiento Penitenciario, que permiten deducir que se trata de un sujeto aceptable y merecedor de vivir en sociedad sin necesidad de poner en riesgo a la población e insiste en su propósito de no volver a incurrir en los mismos errores que fueron motivo de la condena que ahora soporta y alude al caso de otros detenidos por delitos muy graves que están obteniendo determinados beneficios, razón por la cual pide que se le aplique el principio de igualdad. 
Menciona también reciente decisión de la Corte Suprema de Justicia (22 de agosto de 2006) donde se estableció la procedencia de la rebaja de pena para quienes no habían solicitado el descuento antes del dieciocho (18) de mayo de 2006, época en la que los Jueces de Ejecución de Penas exigían el cumplimiento de algunos requisitos como haberse acogido a sentencia anticipada, haber indemnizado a la víctima, haber colaborado con la justicia y reparar daños, entre otros. Afirma que los funcionarios no demostraron en sus sentencias tener estándares definidos y parámetros que permitieran deducir que se fundamentaron en bases preestablecidas, al punto que personas a quienes se les concedió la rebaja no eran merecedoras a ese beneficio.
Solicita que se le conceda ese derecho en el porcentaje que con buen criterio se fije.
4.-  SE CONSIDERA

Lo primero que debe advertir la Sala es que en el presente evento una minuciosa revisión del expediente adelantado con ocasión de la vigilancia de la pena impuesta al señor GARCÍA ALARCÓN, hubiera impedido la comisión de varios errores que en criterio del Tribunal no tienen justificación en el sub judice.
El primero de ellos, consiste en que el tema de la rebaja de pena de conformidad con lo dispuesto en el desaparecido artículo 70 de la Ley 975 de 2005, era asunto que ya había sido dilucidado por el Juzgado de primera instancia mediante auto que al ser objeto de recurso de apelación produjo el respectivo pronunciamiento de esta Sala, en el cual, a pesar de no compartirse los argumentos esbozados para negar el descuento, una vez analizados los requisitos para acceder al mismo, se concluyó que los sentenciados -el señor EFRAÍN ALFREDO entre ellos- no podían acceder a la rebaja punitiva, específicamente porque no se produjeron actos de reparación a las víctimas, tal como se observa en el auto interlocutorio de segunda instancia visible a partir del Fl. 4 del Cuaderno Número 2 que fue enviado a esta sede.
Significa lo anterior, que lo aquí debatido ya había sido objeto de decisión judicial y en esas condiciones no era válido que se volviera a ventilar, porque además, los presupuestos fácticos que sirvieron en su momento para negar el beneficio pedido han permanecido invariables y en especial, porque tal como lo estableció la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, solamente podría retomarse el tema, para aquellos condenados que no hubieran pedido el descuento punitivo contemplado en la norma retirada de nuestro ordenamiento jurídico, tal como se observa en el siguiente extracto:

El reconocimiento de esa garantía es actualmente posible -precisa la Sala- para aquellas personas condenadas antes de la vigencia de la ley 975 que no hayan reclamado dicha rebaja de pena, la cual se justifica en los efectos hacia el futuro de la sentencia de inexequibilidad del artículo.

Infortunadamente para los intereses del interno, la falta de atención del Juzgado sobre este aspecto, permitió que se reviviera la esperanza de contar con una rebaja de pena que ya se había establecido que en su caso no procedía, con un notable desgaste de la Administración Judicial, que normalmente no debía haberse presentado.
Aunado a lo anterior, observa el Tribunal que a pesar del análisis que en su momento se hiciera en la decisión de esta Sala a la que se aludió en el acápite precedente, el Juzgado de primer grado -aunque se trata de otro funcionario- sigue de manera inadecuada fundamentando la concesión de la rebaja con base en un argumento que debe ser recogido y que fue igualmente objeto de examen dentro de este mismo expediente. Es lo relacionado con el concepto de crimen de lesa humanidad, que por la importancia y trascendencia del tema, en aras de que hacia el futuro se evite la comisión de estos yerros –que incluso fue advertido por el mismo interno apelante- merece que se transcriba in extenso lo que en aquella ocasión se dijo. Con ello se busca aclarar que no simplemente por tratarse de un delito de secuestro se puede catalogar tal ilícito como uno de lesa humanidad y que por el contrario se exige la presencia de otros factores que deben ser clarificados antes de otorgar semejante calificativo. En efecto, en el ya mencionado auto de segunda instancia del 31 de marzo de 2006, con el mismo radicado de este asunto y con ponencia de quien ahora ejerce igual cometido, el Tribunal dijo lo siguiente:

Esta Corporación no encuentra afortunadas las razones por las cuales el señor Juez de primer grado negó la rebaja pedida por los internos. El análisis hecho respecto de la normatividad que en nuestro ordenamiento jurídico consagra los denominados delitos de lesa humanidad, dista mucho de lo que allí se concluyó, razón de ser del recurso. 
Si bien es cierto, el delito de secuestro extorsivo por el cual fueron juzgados y condenados los señores PULGARÍN PARRA y GARCÍA ALARCÓN, aparece como odioso y repugnante, no lo es menos que por más grave que aparezca no puede ser matriculado per se como uno de aquellos considerado como de lesa humanidad.

Tal concepto, aparece no solo en nuestro sistema judicial sino en el de muchos otros países y organismos internacionales precisamente definido y exige para su configuración un plan sistemático y dirigido contra un grupo poblacional, generalmente con móviles discriminatorios o exterminadores, de tal manera que no pueden quedar incursos dentro de tal categoría hechos violentos aislados como los que cometieron los hoy sentenciados. No de otra manera puede entenderse la legislación existente, incluso la que fue transcrita en la providencia atacada, perteneciente al artículo 7º de la Ley 762 de 2002, cuando señala: 1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque…(Negrillas y subrayas de la Sala para destacar).

Para un mejor entendimiento del tema, nos referimos a la sentencia C-1076 del 05-12-2002. M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández, donde sobre los delitos de lesa humanidad se dijo: 

Para estos jueces internacionales la categoría de crimen de lesa humanidad presupone que un determinado acto: 1) cause sufrimientos graves a la víctima o atente contra su salud mental o física; 2) se inscriba en el marco de un ataque generalizado y sistemático; 3) esté dirigido contra miembros de la población civil y 4) Sea cometido por uno o varios motivos discriminatorios especialmente por razones de orden nacional, político, étnico, racial o religioso. 

En este orden de ideas, el concepto de “crimen de lesa humanidad” reviste importantes elementos cuantitativos y cualitativos, que permiten distinguirlo de otras categorías de delitos. En efecto, no se debe tratar de un acto aislado o esporádico de violencia, sino que debe hacer parte de un ataque generalizado, lo que quiere decir que esté dirigido contra una multitud de personas, y sistemático, lo que significa que el delito se inscriba en un plan cuidadosamente orquestado, que ponga en marcha medios tanto públicos como privados, sin que, necesariamente, se trate de la ejecución de una política de Estado
.
Nótese que son cuatro (4) las exigencias que se deben cumplir para que se cumpla esa especial categoría, no basta con uno solo de los presupuestos para agotar su configuración.

Aclarado lo anterior, es evidente que el ilícito de secuestro extorsivo en la forma en que se estructuró escapa por completo de la calificación de lesa humanidad que se le dio en la instancia…” 
Corolario de lo aquí vertido, no puede accederse a la pretensión del apelante para que se le conceda la rebaja de pena que ha solicitado; en consecuencia y estrictamente por las razones aquí plasmadas, la decisión del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en tanto negó la rebaja punitiva pedida, deberá ser confirmada.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA por las razones aquí expuestas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Auto de segunda instancia del 10 de agosto de 2006, Radicado 25705, M.P.  Dr. Alfredo Gómez Quintero.


� Daillier, Patrick y Pellet, Alain, Droit International Public, París, Librerie Générale de Droit et Jurisprudence, sexta edición, 1999, p. 580. 
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